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      Resumen
    

    
      La última dictadura militar en la Argentina dejó el poder, a fines de 1983, bajo un extendido descrédito y rechazo social y en ello influyó, sin dudas, la verdad que crecientemente salía a la luz sobre los desaparecidos y la violación a los derechos humanos. Menos estudiado es que la corrupción dictatorial constituyó también un ingrediente fundamental en ese desplome del régimen autoritario en la consideración social. 
    

    
      En este trabajo, se analizan las visiones sobre la corrupción dictatorial en los años de la transición democrática, en concreto, en el período que se abre con la asunción presidencial de Raúl Alfonsín, en diciembre de 1983, y a lo largo de sus primeros dos años de gestión. Interesa reflejar los significados y usos que le dan a la corrupción los principales actores políticos de la época: el gobierno nacional, el Congreso y los principales referentes de la oposición. ¿Cómo conceptualizan el tema y de qué manera se proponen enfrentar los casos de corrupción dictatorial denunciados? Nuestra hipótesis es que estos significados y usos de la corrupción se vieron influenciados por una transformación gradual que en paralelo atraviesa la sociedad argentina tras la caída del régimen de facto, consistente en el pasaje de una cultura política de matriz autoritaria a otra de tipo democrático. Este proceso de democratización plantea analogías dignas de resaltar con lo ocurrido en el plano de la lucha contra la violación de los derechos humanos. 
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      Abstract
    

    
      The last military dictatorship in Argentina left power at the end of 1983 amid widespread discredit and social rejection. This was undoubtedly influenced by the truth that was increasingly coming to light regarding the disappeared and human rights violations. Less studied, however, is the fact that dictatorial corruption also constituted a fundamental ingredient in the authoritarian regime's collapse in public standing.
    

    
      This paper analyzes the visions of dictatorial corruption during the years of the democratic transition—specifically, the period opening with the presidential inauguration of Raúl Alfonsín in December 1983 and spanning the first two years of his administration. The objective is to reflect the meanings and uses assigned to corruption by the main political actors of the era: the national government, Congress, and the leading figures of the opposition. How did they conceptualize the issue, and in what ways did they propose to confront the reported cases of dictatorial corruption? Our hypothesis is that these meanings and uses of corruption were influenced by a gradual transformation that simultaneously swept through Argentine society following the fall of the de facto regime: the shift from an authoritarian political culture to a democratic one. This process of democratization raises analogies worthy of highlighting with respect to what occurred in the struggle against human rights violations. 
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      Introducción
    

    
      El informe de la 
      Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (
      CONADEP), publicado en 1984 y conocido célebremente como el 
      Nunca Más
      , contiene un capítulo dedicado enteramente a registrar y denunciar la corrupción del período 1976-1983. Bajo el título “El lucro de la represión”, la sección se inicia con un primer párrafo cuyo contenido posee varias aristas relevantes y que nos sumerge de lleno en nuestro tema: las visiones sobre la corrupción dictatorial en la transición a la democracia.  
    

    
      
    

    
      “Pese a que ya está dicho, conviene reiterarlo especialmente: las violaciones de derechos cometidas por los encargados de la represión no se agotaron en los ataques a la libertad e integridad física de las personas. Otros bienes jurídicos como la propiedad y la fe pública se vulneraron también, simultáneamente y casi como sistema, para facilitar el traspaso de bienes fraguando o simulando transacciones inexistentes” (CONADEP, 1984, p. 415).
    

    
      
    

    
      Lo primero que llama la atención es que el tono de la denuncia parecía apoyarse en una creencia social extendida y arraigada acerca de la magnitud y extensión de la corrupción del régimen militar. Pese a que “ya estaba dicha” y a que se trataba, ademas, de un informe cuyo objeto principal era probar el carácter sistemático de la represión y el terrorismo de Estado, los comisionados consideraban conveniente “reiterarla especialmente”. Un segundo punto, derivado de lo anterior, era la manera en que el Informe buscaba poner en relación la violencia represiva con la corrupción, aunadas ellas por sus implicancias: las dos esferas significaban una violación a los derechos humanos. La corrupción denunciada era, al igual que el terrorismo de Estado, sistemática. Se mencionaban más adelante ejemplos de “la rapiña y el saqueo”; testimonios concretos que incluían falsas escrituras, falsos documentos, falsos títulos y registros de automotores, delitos perpetrados “en el curso de la política oficial de desaparición de personas”.
    

    
      La riqueza del Informe no se agotaba allí: junto a estos delitos, se hacía referencia, sin perder nunca la tónica de la denuncia, a los innumerables ilícitos económicos que involucraron a los gobernantes de facto durante su gestión y que escapaban a lo que era el “objeto de la presente investigación”. ¿Poseía alguna connotación específica el uso del término ilícito económico? Los miembros de la CONADEP respondían y arriesgaban una hipótesis que volvía a conectar el tema de la corrupción con la violencia represiva: el giro fue utilizado, sostenían, con el propósito de “definir así los aspectos lucrativos de los ‘excesos’ que ellos mismos reconocieron haber cometido durante la lucha antisubversiva” (CONADEP, 1984, p. 415). 
    

    
      Y a renglón seguido se hacía referencia al doble estándar de la dictadura. Luego de un breve repaso por declaraciones del entonces presidente, general Jorge Videla, y de otras autoridades militares, que en los tiempos iniciales del Proceso de Reorganización Nacional (PRN) prometían acabar con la corrupción heredada, la CONADEP era concluyente: “Que no fue así, sino todo lo contrario, lo sabe hoy el mundo entero y en especial el pueblo argentino” (CONADEP, 1984, p. 415). Nuevamente, el Informe constituye un firme indicio de que la imagen de un gobierno militar corroído por la corrupción era, a mediados de la década de 1980, dominante en la escena social argentina. 
    

    
      Este preámbulo invita a profundizar el análisis en torno a las visiones sobre la corrupción dictatorial en los años de la transición a la democracia, en concreto, en los primeros dos años del gobierno de Alfonsín, entre diciembre de 1983 y diciembre de 1985. Nuestra premisa, enmarcada en el campo de la nueva historia cultural de la corrupción (Garcilazo, 2023) es que la corrupción posee dos características distintivas que la transforman en un concepto potencialmente relevante para la indagación histórica. Por un lado, sus significados varían según tiempo y lugar, lo que implica que es necesario considerar el contexto particular para comprender cabalmente qué constituye un acto corrupto (Pereyra, 2023). Por otro lado, se trata de un concepto político, en el sentido de que en cada definición sobre corrupción están contenidos valores, creencias e ideales políticos más generales (Ferreyra, 2023). En palabras de Jens Ivo Engels, “el término corrupción es un concepto históricamente variable y con connotaciones ideológicas. Por eso resulta fascinante tratar  este  asunto  desde  un  punto  de  vista  histórico” (Engels, 2019, p.28). 
    

    
      En este marco, se busca indagar en los significados y usos que le otorgaron a la corrupción los principales actores políticos de la época: el gobierno nacional, el Congreso y los principales referentes de la oposición. También se hace alusión, para complementar el análisis, a algunas conceptualizaciones realizadas por referentes intelectuales que en aquel entonces se nuclearon en lo que se denominó Grupo Esmeralda y que tuvieron influencia en las políticas del gobierno radical e incluso en los discursos del propio Alfonsín.
      
        [1]
      
       De esta manera, el trabajo busca responder un interrogante central: ¿cómo abordaron el tema de la corrupción dictatorial y qué propuestas o medidas se adoptaron para enfrentar los casos denunciados en los primeros dos años desde la vuelta de la democracia? 
    

    
      La hipótesis es que estos significados y usos de la corrupción se vieron influenciados por una gradual transformación que atravesaba en paralelo la sociedad argentina tras la caída de la última dictadura militar, consistente en el pasaje de una cultura política de matriz autoritaria a otra de tipo democrático. Cabe enfatizar en el gradualismo de esta metamorfosis, en línea con el planteo de Claudia Feld y Marina Franco (2015), quienes cuestionaron la idea de que con el triunfo de Alfonsín se hubiera producido un inmediato cambio de valores y con ello, una condena masiva e instantánea a la represión y a las violaciones de derechos humanos. La adhesión a estos valores democráticos, por el contrario, fue el resultado de un complejo proceso que fue madurando en tiempos de la transición. 
    

    
      Como estrategia metodológica, se adoptó un enfoque cualitativo basado en el análisis de los discursos de los principales actores políticos, así como también de las medidas y acciones impulsadas en vinculación con el tema de la corrupción, entre diciembre de 1983 y diciembre de 1985. Se recurrió, como fuentes de información, a diarios de circulación nacional de la época (
      Clarín
       y 
      La Nación
      ), a bibliografía especializada y a un pedido de informes dirigido a la Honorable Cámara de Diputados de la Nación.    
    

    
       
    

    
      El gobierno de Alfonsín: la ética de los principios como frontera contra la dictadura
    

    
       
      "Seremos más que una ideología, una ética" (Raúl Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
    

    
      Los primeros años del gobierno de Alfonsín estuvieron caracterizados por la pretensión de establecer una nítida frontera con el pasado dictatorial, iluminando en explícita contraposición -y en clave regeneracionista- las virtudes del régimen democrático (Aboy Carlés, 2001). En una dialéctica que invitaba en forma recurrente a la polarización, los discursos presidenciales abundaban en un juego de contrastes donde la corrupción -junto con la inmoralidad, la mentira y la impunidad- aparecía como un atributo central del régimen de facto, el cual sólo podía ser neutralizado con la consolidación de la novel democracia.
      
        [2]
      
       
    

    
      La ética de los principios y la rectitud de los procedimientos fueron declaradas los elementos fundantes del nuevo régimen; con ello, se buscaba dejar atrás el axioma “el fin justifica los medios”,
      
        [3]
      
       que había caracterizado, según la interpretación oficial, la violencia y la supresión de las garantías individuales en tiempos de dictadura.
      
        [4]
      
       De esta contraposición derivaba, a su vez, una distinta valoración del tiempo histórico: el presente ya no era concebido como un mero tránsito hacia un impreciso y nunca alcanzable futuro, sino que entonces poseía una significación por sí misma, en tanto instancia separada de un futuro que, por su parte, lejos de suprimirse quedaba fijado en forma precisa y concreta.
      
        [5]
      
        
    

    
      La corrupción era entendida, en este marco, como una cuestión impersonal, mencionada por el presidente no con un significado preciso o para referirse a acciones concretas, sino como parte integrante de un conjunto más amplio de propiedades negativas que calificaban al régimen dictatorial, y que languidecían con él.
      
        [6]
      
       Las referencias sobre la responsabilidad de ex funcionarios en la corrupción eran más bien genéricas, con denuncias, por ejemplo, de una extendida inmoralidad administrativa o de un doble discurso en materia de lucha contra la corrupción.
      
        [7]
      
        
    

    
      Se trataba de una concepción emparentada con lo que se denomina versión clásica o sistémica de la corrupción, cuyo origen se remonta a Aristóteles y que tiene como punto nodal concebirla no referida, como en la actualidad, al comportamiento individual desviado de los funcionarios públicos (un delito administrativo, por caso), sino más bien a ciertas características defectuosas del régimen político.   
    

    
      Esta noción sistémica, plasmada en los discursos presidenciales,
       tuvo su correlato en determinadas medidas gubernamentales, por ejemplo, 
      en lo concerniente a la política de derechos humanos y más específicamente, en el impulso oficial para la apertura de los procesos judiciales contra los responsables del terrorismo de Estado en el período 1976-1983. En la lectura gubernamental de entonces, la violencia institucional y la impunidad, en tanto propiedades sistémicas del régimen dictatorial, se encontraban asociadas con el problema de la corrupción y, en consecuencia, el remedio para este variado conjunto de vicios era el mismo: el fortalecimiento de la democracia y del Estado de derecho.
      
        [8]
      
       
    

    
      En su ligazón con la violencia dictatorial y la violación a los derechos humanos, la corrupción fue invocada por Alfonsín con un segundo significado, en este caso para hacer referencia a la ilicitud de los medios empleados por el gobierno de facto. Sostuvo Alfonsín al iniciar su mandato: “La justificación de los medios en función de los fines implica admitir la propia corrupción, pero, sobre todo, implica admitir que se puede dañar a otros seres humanos (...)”
      
        [9]
      
      . Se advierte un sutil deslizamiento conceptual; la corrupción no aparecía ya solamente como atributo del régimen político, sino que -esta es nuestra hipótesis- Alfonsín introdujo aquí una noción legalista de corrupción. Veamos la cuestión más de cerca. 
    

    
      La frase presidencial planteaba, en primer lugar, la cuestión sobre la relación entre fines y medios, profusamente analizada en la historia de la filosofía política moderna a través de las posibles conexiones y bifurcaciones entre política y moral. Dos modelos teóricos, explicitados a continuación, pueden servir para interpretar las acciones y dilemas que caracterizaron al gobierno de Alfonsín en lo que respecta al juzgamiento de los responsables de violaciones de derechos humanos durante la etapa dictatorial. 
    

    
      El primer modelo es el maquiavélico, frecuentemente invocado en el análisis político, que postula que 
      el fin justifica los medios
       como máxima principal. Esta frase, aunque no aparece en forma textual en la obra de Maquiavelo, es una conclusión perfectamente lógica que puede deducirse de sus planteos acerca de la moral política. Así, por ejemplo, en
       El Príncipe
      , Maquiavelo se pregunta si los príncipes deben respetar los pactos, y responde que aquellos que han hecho grandes cosas, no los han tenido muy en cuenta. Del mismo modo, en los 
      Discursos,
       recuerda que Rómulo causó la muerte de su hermano al fundar Roma, pero concluye que “los actos reprensibles pueden justificarse por sus efectos, y cuando el efecto es bueno, como lo fue en el caso de Rómulo, siempre justifica la acción” (Maquiavelo, 1531/2005, p. 57).
    

    
      El de Maquiavelo no es un llamado a actuar mal en cualquier circunstancia; se debe actuar tan virtuosamente como sea posible. El punto nodal para el florentino es que, si la preservación de la patria requiere entrar en el camino del mal, debemos hacerlo sin vacilar. Desde esta óptica, entonces, es la consecución del fin la que vuelve lícitas las acciones y no el código moral. Cabe remarcar, para no perder el hilo del análisis, que Alfonsín consideró este lema -el fin justifica los medios- el principio fundamental que había guiado a la última dictadura militar.   
    

    
      Frente a esto, se erige el imperativo categórico del modelo kantiano: “obra sólo según una máxima tal que puedas querer al mismo tiempo que se torne ley universal”. Contrariamente a lo que afirman los maquiavélicos -para los que la inobservancia de las reglas morales corrientes es la condición para tener éxito-, Kant sostiene que, a la larga, el éxito llega al soberano respetuoso de los principios de la moral universal. Es decir: haz el bien porque es tu deber, pero además, porque independientemente de tus intenciones, tu acción resultará premiada (Bobbio, 1997, p. 202). Este fue el modelo que, por momentos, siguió Alfonsín, especialmente cuando buscó remarcar la línea de frontera con respecto al pasado dictatorial. “El fin nunca justifica los medios” planteó Alfonsín en su asunción como presidente ante la Asamblea Legislativa (10 de diciembre de 1983); un discurso enmarcado en una exaltación de la necesidad de gobernar según la ética de los principios, que se tradujo, entre otros aspectos, en su propuesta de derogar la ley de Pacificación Nacional (más conocida como ley de Autoamnistía, sancionada en septiembre de 1983) e impulsar el juicio contra las Juntas. Ese modo de gobernar, de acuerdo con la ética de los principios, era consustancial a la democracia y a la rectitud de los procedimientos que esta conlleva, en una muestra más de la búsqueda por establecer una ruptura con el pasado reciente y en el que, como ha mostrado Aboy Carlés (2001), el radicalismo buscaba forjar una nueva identidad política.
      
        [10]
      
       
    

    
      Si todo este esquema pareciera excesivamente teórico y alejado de los planteos políticos más concretos, fue el propio Alfonsín quien se encargó de explicitar las fuentes en las que abrevaba su mensaje: “El viejo principio kantiano de proceder en forma tal que cada conducta pueda ser elevada a categoría universal implicaba la reafirmación de la ética en las relaciones interpersonales e internacionales” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
    

    
      Ahora es posible retomar el análisis de la frase de Alfonsín citada con anterioridad: “La justificación de los medios en función de los fines implica admitir la propia corrupción, pero, sobre todo, implica admitir que se puede dañar a otros seres humanos”. La pregunta que surge allí es sobre la base de qué criterios se deberían evaluar los medios empleados para determinar la existencia de corrupción si es que, tal como sostenía el presidente, los fines no servían para tal propósito. Pues bien, aparecían dos criterios distintos y, por momentos, complementarios: el legal -es decir, la evaluación de la correspondencia entre los medios empleados y el marco jurídico-; y el criterio moral, según el cual lo que debe juzgarse es en qué medida esos medios atentan contra valores intrínsecos. Al respecto, Carlos Nino señalaba: 
    

    
      
    

    
      “La estrategia de Alfonsín con respecto a los juicios y su idea de justicia retroactiva tenía como supuestos para que hagan carne en la conciencia colectiva por un lado el rechazo al uso de ciertos medios para alcanzar ciertos fines beneficiosos si esos medios son, en sí mismo contrarios a valores intrínsecos, y percibir que quienes emplean esos medios no se hallan por encima de la ley sino que enfrentan el riesgo cierto del castigo” (Nino, 2015, p. 199).  
    

    
      
    

    
      Con la afirmación del criterio legal resuena la noción legalista de la corrupción, sintetizada por el politólogo italiano Gianfranco Pasquino, para quien este fenómeno se refiere al comportamiento ilegal de aquel que ocupa una función en la estructura estatal (Pasquino, 2000, p. 377). La cuestión así planteada, entre legalidad e ilegalidad, permitía juzgar las acciones del pasado sin interferencias de tipo ideológico. La crítica legalista de Alfonsín, centrada en lo procedimental, al tiempo que suponía una revalorización de la democracia, le permitía a su vez diferenciarse no solo del régimen dictatorial, sino también del "terrorismo subversivo". La revisión del postulado -el fin justifica los medios- incluyó un balance crítico más general, acerca de toda la violencia política y de la minusvaloración que se había hecho de la democracia como sistema de resolución pacífica de las diferencias imperante en las décadas pasadas. Portantiero y otros intelectuales nucleados en el Grupo Esmeralda -otrora militantes de la izquierda revolucionaria- teorizaron sobre la necesidad de este giro que, sin renunciar al ideario socialista, pretendía reconciliarse con la democracia como forma de gobierno (Sigal, 1991). Amparado en esta revalorización de la institucionalidad, Alfonsín impulsó la apertura de juicios contra los responsables tanto de la represión estatal como de la “subversión
      ”
      .  
    

    
      Esta impronta legalista pertenecía al heterogéneo campo de las visiones esencialistas de la corrupción, las cuales habían sido objeto de crítica por no considerar, a la hora de definir el fenómeno, el contexto histórico en el que éste tiene lugar. Para que se entienda el sentido de esta crítica: una misma acción puede ser calificada por la legislación de un país como corrupta y en otro no; o bien, considerando un solo país, en un momento histórico una acción puede estar permitida y con el tiempo ser declarada corrupta, independientemente de la ley. 
    

    
      Otro significado y uso de la corrupción conferido por el gobierno de Alfonsín, en el marco general de una frontera de división con la dictadura, fue el referido al delito administrativo, especialmente vinculado con los llamados ilícitos económicos acaecidos en el área de las finanzas. Este era un tema que, ya desde las postrimerías del PRN, había despertado alta sensibilidad social, sobre todo en torno a la deuda externa, elevada exponencialmente en dictadura y que ahora, en democracia, se cernía como un poderoso obstáculo para la economía argentina (Astarita, 2026). El origen de dicho endeudamiento, su destino, y los responsables de lo que era considerado como un gran desatino y estafa -con José Martínez de Hoz como principal aunque no único responsable- fueron encuadrados por el gobierno nacional como parte de la necesidad de investigar y sancionar la corrupción económica de la dictadura. En esa tesitura, probablemente no hubo sólo una voluntad moralizadora, sino también una estrategia del oficialismo tendiente a demostrar la ilegalidad -junto con la inmoralidad- de la deuda contraída de cara al proceso de renegociación y posible reestructuración con los acreedores.
      
        [11]
      
       
    

    
      Pero los ilícitos económicos excedieron la cuestión de la deuda; la crítica apuntó a poner en cuestión el modelo económico de la dictadura en su conjunto por haber estado regido por las actividades financieras, especulativas y fraudulentas, en desmedro del trabajo y la producción. En esta extendida percepción social, que fue asumida por el flamante gobierno radical, influyó sin dudas la crisis bancaria que había tenido lugar en 1980-1981 y que había derivado en la quiebra de un alto número de entidades financieras. Con ese trasfondo, a poco de asumir Alfonsín en la presidencia, el Poder Ejecutivo elevó un proyecto de ley ante el Congreso, denominado “Penal cambiaria”, con el que se procuró penar con prisión y hasta 10 años de inhabilitación a dirigentes de entidades financieras que hubiesen cometido ilícitos. 
      (
      La Nación
      , 6 de enero de 1984a, p.1). 
      En la misma dirección,
       Alfonsín ordenó investigar las medidas económicas sancionadas entre 1976 y 1983 para determinar posibles perjuicios contra el Estado o la sociedad (
      Clarín
      , 6 de enero de 1984, p. 1). 
    

    
      En síntesis, los distintos significados y usos de la corrupción por parte del gobierno radical aparecían asociados, en general, con los vicios institucionales del legado dictatorial, y su análisis permite alumbrar aspectos importantes que contribuyeron a la construcción de la frontera de división entre la dictadura y la naciente democracia que, cabe insistir, no estaba plenamente constituida en diciembre de 1983, sino que fue el resultado de un proceso que en ese momento recién comenzaba a gestarse.  
    

    
      
    

    
      La frontera se extiende: corrupción y corporativismo 
    

    
      Interesa indagar otro significado y uso de la corrupción promovido durante los primeros años de la presidencia de Alfonsín que, en parte, se encontraba relacionado con la noción de corrupción sistémica, aunque contenía variables adicionales y por ende, otras implicancias. Se trata de la asociación entre corrupción y corporativismo, que el gobierno radical movilizó especialmente para promover transformaciones en el mundo sindical. 
    

    
      Ya durante la campaña electoral, el radicalismo había puesto la cuestión gremial en agenda, y como señala Aboy Carlés (2001), esta constituía uno de los elementos clave de la pretendida ruptura alfonsinista. Por un lado, instaló en la opinión pública la sospecha de un pacto militar-sindical, mediante el cual las Fuerzas Armadas habrían acordado impunidad con las corporaciones gremiales, baluartes del poder dentro de un peronismo que se perfilaba como favorito para ganar las elecciones presidenciales. Para muchos analistas, esta denuncia de Alfonsín fue la que le terminó de otorgar una ventaja decisiva frente a su rival, Ítalo Luder. En dicha acusación, Alfonsín afirmaba que el pacto operaba como una maniobra para garantizar, entre otras cosas, que no se investigaran los ilícitos de la dictadura. 
    

    
      Por otro lado, aunque de manera genérica, el líder radical había planteado la necesidad de democratizar el poder de los sindicatos y garantizar la representación de las minorías.
      
        [12]
      
       En su discurso de asunción, asimismo, Alfonsín volvió sobre el tema y anunció el envío de un proyecto de ley al Congreso.
      
        [13]
      
       El ministro de Trabajo, Antonio Mucci, y el secretario general de la Presidencia, Germán López, fueron los promotores principales de esta iniciativa.
      
        [14]
      
       El 17 de diciembre de 1983 -a una semana de asumir el nuevo gobierno- ingresó al Congreso el proyecto de reordenamiento sindical, que fue conocido como “Ley Mucci” y encontró una suerte dispar: mientras que en Diputados alcanzó la media sanción en febrero de 1984, en el Senado, debido a la resistencia del peronismo y de fuerzas provinciales (como el Movimiento Popular Neuquino), finalmente fue rechazado. 
    

    
      Se trató de un prematuro traspié legislativo del gobierno radical, el cual produjo tres efectos centrales: unificó a la Confederación General del Trabajo (CGT) -que hasta ese entonces atravesaba un fuerte proceso de fragmentación y deslegitimación tras los años de represión e intervención dictatorial y de la derrota electoral de 1983-; derivó, tiempo después, en la renuncia del ministro Mucci y en un giro en la política gubernamental para abrir canales de diálogo; y, finalmente, activó de forma temprana las alarmas del sindicalismo, un actor fundamental para la pretendida política de concertación social de Alfonsín. 
    

    
      Interesa en lo que sigue poner de relieve el rol vertebrador que tuvo la corrupción, tanto en el contenido específico del proyecto de ley Mucci como en los argumentos y fundamentos esgrimidos para su defensa. 
    

    
      Al respecto, el tema de la corrupción aparecía vinculado con lo que se declaraba como el gran objetivo de la reforma: la promoción de la democracia interna en las organizaciones gremiales. Invocando esta meta, en su mensaje al Congreso para presentar la iniciativa, el presidente señaló: “Se produce de esta manera una dicotomía: en lo político la República se democratizó; en lo sindical, no. Es ésta una situación que requiere urgente solución” (Alfonsín, 16 de diciembre de 1983). El texto oficial se hacía eco del estado crítico de las entidades gremiales tras años de intervenciones y de irregularidades en la designación de sus autoridades. En la propuesta radical, la democratización era sinónimo de transparencia en los comicios y de competencia electoral, plasmada en la representación de la primera minoría en los cuerpos directivos; se presuponía que, con anterioridad, los afiliados no habían podido expresar libremente sus opiniones debido a “las prácticas corruptas y gansteriles de los dirigentes que controlaban los gremios” (Gordillo, 2013, p. 148). Es decir, se asumía como diagnóstico que el mismo comportamiento reflejado en las recientes elecciones generales sería replicado por bases sindicales no contaminadas, las cuales sólo esperaban contar con garantías procedimentales para expresarse. El propio Alfonsín ensayó esta línea argumentativa.
      
        [15]
      
       
    

    
      Sin embargo, aunque el proyecto era presentado simplemente como un régimen para promover elecciones libres y transparentes en el orden sindical, el objetivo de fondo era la desperonización del gremialismo. El presupuesto del alfonsinismo consistía en que, cuando los sindicatos se dedicaban a la política partidaria, desvirtuaban sus fines gremiales; esto es, se corrompían. El radicalismo bregaba explícitamente por la prescindencia de toda cuestión político-partidista que había llevado en el pasado a desvirtuar la función de los sindicatos.  Según el diputado radical César Jaroslavsky lo que estaba en juego era “ver quién se queda con la máquina. Es decir, con la manija de las elecciones. En este punto nuestra posición no va a cambiar: la máquina será prescindente porque no queremos sindicatos peronistas o radicales. Queremos sindicatos simplemente democráticos” (Jaroslavsky, 1984, como se citó en Sangrilli, 2010, p. 106).  
    

    
      De ello puede deducirse que la estrategia del alfonsinismo ya no consistía meramente en diferenciarse del pasado dictatorial inmediato, sino que apuntaba en este caso hacia un despegue más ambicioso con respecto a un mal, la “burocracia sindical”, cuyo origen se hundía en el tiempo.
      
        [16]
      
       En esta lectura, la reforma sindical debía encaminarse a corregir un problema más estructural y profundo no circunscripto a los efectos nocivos de las intervenciones estatales en la vida gremial durante la dictadura.
    

    
      Para conocer más en detalle el diagnóstico del gobierno de Alfonsín, es interesante abordar el análisis realizado por esa época por uno de los más conspicuos intelectuales de ese momento, integrante del denominado Grupo Esmeralda y que fue un relevante asesor de Alfonsín. Sociólogo y de extracción socialista, Portantiero escribió en 1987 un libro titulado 
      La Producción de un orden
      , donde desplegaba históricamente el concepto de corporativismo que -como se verá- se encontraba íntimamente ligado con el de corrupción. Es posible ilustrar el pensamiento de Portantiero, orientado a fundamentar la necesidad de una reforma de las corporaciones en la Argentina, sobre la base de las nueve tesis que se resumen a continuación. 
    

    
      
    

    
      	
        El punto de partida es la descomposición del modelo de acumulación vigente desde 1929, cuya crisis terminal presiona y condiciona el proceso de transición democrática de los años 80. 
      

      	
        Se trata de un régimen basado en subsidios para sectores urbanos e industriales. Este carácter rentístico fomenta presiones corporativas sobre un Estado “prebendalista”, convertido en un codiciado dispensador de privilegios para las organizaciones de clase.
      

      	
        Surgido en la década de 1930, el régimen alcanzó su institucionalización definitiva con el peronismo. Para Portantiero, el mérito central de esta variante populista del 
        New Deal
         fue la conquista de la ciudadanía social; no obstante, dicha inclusión se gestionó bajo un marco semicorporativo volcado a la redistribución de recursos existentes, lo que agotó la capacidad de generación de riqueza genuina hacia 1948.
      

      	
        Esta cultura económica deriva en un Estado que funciona como máquina prebendalista. En consecuencia, decrece el peso de los partidos como canales de intermediación y aumenta el poder desmedido de corporaciones como los sindicatos y las Fuerzas Armadas.  
      

      	
        El predominio de las corporaciones da origen a una situación de “empate”, cuya existencia refiere a la capacidad de veto de los actores sociales. Este mecanismo les permite compensar, en el plano político, las desigualdades posicionales en la esfera de la apropiación económica. En lugar de consolidar mecanismos regulados de negociación democrática, el empate bloquea facciosamente el desarrollo de la sociedad. Así planteado, “genera situaciones pendulares de inmovilidad y de violencia, como doble forma de corrupción de las relaciones de conflicto y negociación que deben caracterizar un desarrollo democrático” (Portantiero, 1987, p. 106). 
      

      	
        El sistema de subsidios al mundo urbano-industrial solo puede sostenerse mediante la inflación. Este estilo de desarrollo, anclado en cuasi rentas políticas potencia la presión corporativa sobre un Estado cada vez más prebendalista y por lo tanto más codiciado por las organizaciones de clase, en tanto dispensador de privilegios.
      

      	
        Lejos de ser un fenómeno meramente monetario, la inflación expresa el conflicto entre grupos que demandan sobre un Estado débil. Este trata de comprar, por medio de la inflación, cuotas alternativas de consenso por parte de los sectores involucrados en la puja distributiva. Esta dinámica política, clásica en las etapas populistas, fue adoptada también por los regímenes autoritarios una vez agotada la fase de acumulación forzada, cuando debían hacerse cargo de los reclamos sociales organizados de modo corporativo.
      

      	
        El “empate”, favorecido por una cultura y una práctica inflacionaria, no significa una mejora en la distribución del ingreso; alude solamente a un equilibrio corporativo momentáneo del que sacan rédito las grandes organizaciones que pujan sobre el poder político. Lo que el artificio inflacionario ha logrado es darle al desarrollo capitalista un sesgo errático y parasitario, escasamente acumulativo y dependiente de una burocracia asignadora de privilegios. El efecto institucional más evidente es la dialéctica perversa que establece entre corporaciones y partidos: un círculo vicioso de "corporaciones fuertes y partidos débiles" que bloquea los consensos y produce una ingobernabilidad estructural.
      

      	
        La ingobernabilidad sistémica en Argentina trasciende los signos políticos, afectando tanto a los periodos democráticos como a los autoritarios. Esta descomposición cíclica se manifiesta cuando, agotada la legitimidad pluralista del régimen, las corporaciones ocupan directamente el aparato estatal, desplazan a los partidos y se disputan el proceso de toma de decisiones. Primero, operan como un bloque corporativo contra el sistema partidario; luego, se sumergen en una puja intercorporativa por los recursos del Estado. En democracia, esta lógica deriva inevitablemente en crisis políticas que, como supuesto remedio ante la 'anarquía representativa', terminan convocando el arbitraje de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, este pseudoarbitraje militar no resuelve las crisis acumuladas, sino que las perpetúa. 
      

    

    
      
    

    
      En síntesis, la corrupción ocupa un lugar central en el esquema argumentativo de Portantiero. No solo constituía una característica intrínseca del régimen de acumulación, sino que dicho modelo -desde la década de 1940 en adelante- había derivado en dos formas políticas corruptas: una democracia inestable o bien, gobiernos de facto. En términos institucionales, el origen de esta corrupción era un poder excesivo de las corporaciones en desmedro de los partidos políticos. Había llegado la hora, señalaba Portantiero a mediados de los años ochenta, de un cambio de régimen que consolidara la democracia, y para ello, era necesaria una reforma de las corporaciones.
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      Órganos de control 
    

    
      Con la vuelta de la democracia, se reactivaron los principales organismos de control en materia de anticorrupción característicos de un sistema republicano, destacando por su protagonismo el Congreso de la Nación. En efecto, durante los primeros años hubo una intensa actividad legislativa para investigar hechos de corrupción ocurridos durante la etapa dictatorial, tanto en el ámbito de la Cámara de Diputados  (de mayoría radical) como en el Senado (dominada por el peronismo), a través de la creación de diversas comisiones de investigación. En la Argentina, cabe aclarar, no existe una normativa legal específica que regule la creación y funcionamiento de estas comisiones; son los Reglamentos de cada Cámara, que de manera diferente, estipulan el modo en que debe conformarse una comisión, sus alcances y proceder (Astarita & Podestá, 2024). En Diputados, pueden ser creadas por resolución de la Cámara (para ello se requiere una mayoría simple) o bien por el propio presidente de Diputados, mientras que en el Senado se requiere una mayoría especial de dos tercios. A continuación, listamos las comisiones investigadoras que fueron creadas en los primeros dos años desde el retorno de la democracia (1983-1985). 
    

    
      
    

    
      Tabla 1. 
      Comisiones investigadoras creadas (1983-1985)
    

    
      
        	
          
            Denominación
          

        
        	
          
            Objetivos
          

        
        	
          
            Fecha de creación
          

        
        	
          
            Tipo
          

        
      

      
        	
          
            Comisión Investigadora de las responsabilidades por la actuación económica del gobierno desde el 24-03-1976 al 11-12-1983
          

        
        	
          
            Determinar las responsabilidades por los ilícitos económicos 
          

        
        	
          
            23-02-1984
          

        
        	
          
            Unicameral 
          

          
            (Senado)
          

        
      

      
        	
          
            Comisión Especial Investigadora del traspaso de la Compañía Ítalo-Argentina de Electricidad S. A. (CIADE S.A.) al Estado Nacional. 
          

        
        	
          
            Investigar presuntas irregularidades cometidas al producirse la transferencia de la empresa al Estado Nacional. 
          

        
        	
          
            15--03-1984
          

        
        	
          
            Unicameral 
          

          
            (Diputados)
          

        
      

      
        	
          
            Comisión Investigadora de ilícitos económicos cometidos entre el 24-03-1976 y el 10-12-1983.
          

        
        	
          
            Determinar las responsabilidades por los ilícitos económicos emergentes de las decisiones o actos comprendidos entre el 24-03-1976 y el 10-12-1983. 
          

        
        	
          
            9-05-1984
          

        
        	
          
            Bicameral 
          

        
      

      
        	
          
            Comisión Investigadora de la transferencia de Austral Líneas Aéreas S.A. al Estado Nacional
          

        
        	
          
            Determinar presuntos ilícitos cometidos en la transferencia del paquete accionario
          

        
        	
          
            29 y 30-09-1984
          

        
        	
          
            Bicameral
          

        
      

      
        	
          
            Subcomisión Investigadora de Presuntas Maniobras de Subfacturación de Exportaciones, Sobrefacturación de importaciones y manejo de divisas por entidades financieras
          

        
        	
          
            Determinar presuntas maniobras de subfacturación de exportaciones, sobrefacturación de importaciones y manejo de divisas por entidades financieras 
          

        
        	
          
            30-09-1984
          

        
        	
          
            S/D
          

        
      

      
        	
          
            Comité Especial Investigador de Presuntas irregularidades en el Endeudamiento de Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF)
          

        
        	
          
            Determinar presuntas irregularidades en el endeudamiento de Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF)
          

        
        	
          
            30-09-1984
          

        
        	
          
            Unicameral
          

          
            (Diputados) 
          

        
      

    

    
      Fuente:
       elaboración propia en base a Dirección de Información Parlamentaria, Secretaria Parlamentaria, Cámara de Diputados de la Nación.
    

    
      
    

    
      Como puede observarse, todas las comisiones creadas en este período estuvieron abocadas a investigar posibles hechos de corrupción ocurridos en dictadura en el área económica. La más llamativa y sintomática de las visiones dominantes de la época fue, sin dudas, la comisión investigadora sobre las “r
      esponsabilidades por la actuación económica del gobierno desde el 24-03-1976 al 11-12-1983”. En rigor, existieron dos comisiones de este tipo: primero, el Senado, por iniciativa del Justicialismo, dispuso su creación de forma unicameral y, tiempo después, se decidió crear una con el mismo objetivo, pero de naturaleza bicameral. No hay un hecho puntual que motive su creación, sino una sospecha en torno al carácter delictual del modelo económico como tal implementado por la dictadura, muy en consonancia, como vimos antes, con la concepción que tenía el gobierno radical. La cuestión de la deuda externa, cabe recalcar, fue uno de los motivos centrales de esta sospecha y de hecho, ello se plasmó también en la creación de una comisión para investigar el endeudamiento de YPF. 
    

    
      Digno de mención fue la conformación de comisiones en torno a procesos de estatización llevados adelante por el gobierno de facto y que ya en tiempos del PRN habían suscitado suspicacias. Las críticas estuvieron centradas en que, a contrapelo de su prédica liberal y antiestatista, la dictadura se había hecho cargo de empresas en crisis -CIAE, Austral- pagando por ellas -así era denunciado- sobreprecios.  
    

    
      El protagonismo del Congreso en materia de corrupción dictatorial dio pie a la propuesta de iniciar un juicio político al exministro de Economía, Martínez de Hoz. La iniciativa, aunque finalmente no se concretó, apuntaba -según uno de sus impulsores, el diputado radical Jaroslavsky- a “hacer docencia pública sobre el tema”  (
      La Nación
      , 14 de enero de 1984, p.7).  
    

    
      El otro actor relevante en materia de control durante esta etapa fue la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas (FNIA), a cargo de Ricardo Molinas, quien había sido designado al frente del organismo a principios de 1984 por el presidente Alfonsín. Al asumir, el fiscal plasmaba su diagnóstico: “Parto de la base de que la crisis más grave que tiene la República es moral y mientras la crisis moral no se resuelva, ninguna de las otras tiene la posibilidad de ser solucionada” (
      Clarín
      , 15 de febrero de 1984, p.5). Existió un patrón en común en muchas de las investigaciones que llevó adelante Molinas en su primer año de gestión. En primer lugar, la mayoría de las causas se habían iniciado ya en tiempos dictatoriales. El propio Molinas, al asumir su cargo, daba cuenta de las causas más importantes que debía afrontar: la estatización de la Ítalo, logia P-2, las tramitaciones sobre la recomposición de la deuda externa, la nafta adulterada, entre otras (Molinas y Molinas, 1993). En segundo lugar, fue el propio gobierno de Alfonsín el que tuvo un activo papel -facilitando material probatorio, por ejemplo- para que dichas causas, ahora en manos de la FNIA, tomaran nuevo impulso. En tercer lugar, la mayoría de las investigaciones obedecieron a temas económico-financieros. 
    

    
      Un tercer actor protagónico fue el Poder Judicial. En paralelo a las causas penales por los crímenes represivos, se produjo una activación de procesos relacionados con irregularidades y hechos de corrupción en los que estuvieron involucradas exautoridades del PRN. Algunos ejemplos, sin pretensión de exhaustividad, ilustran las características en común de dicho activismo: 
    

    
      
    

    
      	
        El juez de Instrucción Alfredo Oliván decretó la prisión preventiva del exintendente de la Ciudad de Buenos Aires, Osvaldo Cacciatore, como resultado de las investigaciones por irregularidades cometidas en la adjudicación del Parque Zoofitogeográfico y de Diversiones a la empresa Parques Interama. El magistrado dispuso, asimismo, un embargo sobre los bienes del exjefe comunal. La causa se había iniciado a partir de una denuncia de la FNIA, en la que se calificó de administración fraudulenta el trámite realizado para las licitaciones y otorgamiento de las obras del citado parque (
        Clarín
        , 26 de enero de 1984, p.1). 
      

      	
        El juez federal Siro de Martini dispuso el procesamiento del vicealmirante Carlos Alberto Lacoste, del general Antonio Merlo y de otros implicados en irregularidades cometidas durante el funcionamiento del “Ente Autárquico Mundial (EAM) 78”, organismo encargado de la realización del campeonato mundial de fútbol. Las acusaciones contra Merlo y Lacoste -originadas en el trabajo de la FNIA durante la propia etapa dictatorial- estaban vinculadas con los contratos que suscribieron como máximos responsables del EAM, los cuales fueron considerados comprometedores del patrimonio estatal (
        Clarín
        , 8 de febrero de 1984, p. 10). 
      

      	
        Fueron procesados el expresidente Videla y el exministro de Economía Martínez de Hoz por el juez federal Julián del Castillo, ante una denuncia de la FNIA por presuntas irregularidades en el traspaso de Austral. La Fiscalía sostuvo en su presentación que la negociación no se había realizado dentro de las normas correspondientes para el traspaso del paquete accionario de Austral al Estado, junto con Sol Jet y Lagos del Sur (subsidiarias de la línea aérea, cuya transferencia se realizó de forma separada). Videla y Martínez de Hoz fueron procesados por los presuntos ilícitos de abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público, figuras por las que también resultaron imputados los integrantes del Banco Nacional de Desarrollo (
        La Nación
        , 16 de marzo de 1984, p.1). 
      

    

    
       
    

    
      
    

    
      La posición del peronismo
       
    

    
      El peronismo era el principal partido de oposición: aunque había perdido las elecciones presidenciales de 1983 -por primera vez en la historia considerando procesos electorales limpios y sin proscripciones- aún conservaba importantes posiciones de poder como, por ejemplo, la mayoría en el Senado, la primera minoría en Diputados, la mayoría de las gobernaciones y la conducción de los principales sindicatos. Si solo esto bastara para fundamentar el interés por interiorizarse en sus posicionamientos respecto de la corrupción dictatorial, se sumaba una razón adicional. El peronismo se encontraba en una situación ambigua: por un lado, sus principales referentes -más allá de las disputas internas que mantenían entre sí- se mostraron de acuerdo en promover investigaciones y denuncias por corrupción contra ex funcionarios del régimen dictatorial; pero, por el otro, también fueron objeto de denuncias por parte del gobierno radical debido a una posible complicidad o responsabilidad en aquellos delitos. Tal como se analizó previamente, ya en campaña Alfonsín los había acusado de sellar un pacto de impunidad con las Fuerzas Armadas; complementariamente, recayó sobre el peronismo la imputación de representar un pasado de corrupción y corporativismo que era necesario dejar atrás para consolidar la democracia.  
    

    
      En función de ello, y dado que la fuerza se hallaba en medio de una profunda crisis interna tras el revés electoral, emergieron dos grandes posturas en su interior, las cuales oscilaron entre una posición reactiva y defensiva, y otra ofensiva y activa. Así, como manifestación de la estrategia defensiva, el ex candidato a presidente Luder criticaba al gobierno por relegar las prioridades económico-sociales en virtud de planteos éticos-políticos sobre la realidad nacional, generando “un grave e innecesario enfrentamiento con el peronismo a pesar de que necesita su apoyo en favor de los intereses del país” (
      La Nación
      , 9 de febrero de 1984, p.5). 
    

    
      Junto a ello, existió también una postura ofensiva, de promoción de distintas iniciativas para investigar la corrupción dictatorial. Así, ya en los primeros días de enero de 1984 -y en consonancia con los planteos del radicali smo-, el Justicialismo presentó un proyecto de resolución para crear una comisión investigadora con el objetivo de determinar las responsabilidades por los ilícitos económicos emergentes de las decisiones o actos comprendidos entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983. La particularidad del proyecto residía en su propuesta de investigar posibles situaciones de enriquecimiento ilícito tanto de funcionarios públicos como de personas físicas o jurídicas (
      Clarín
      , 5 de enero de 1984, p.6). 
    

    
      Finalmente, cabe destacar una tercera postura, llevada adelante por una serie de dirigentes políticos y sociales que, durante la dictadura, habían sufrido el encarcelamiento y procesos en su contra por corrupción, y que vuelta la democracia, buscaron por la vía judicial algún tipo de resarcimiento por entender que sus derechos habían sido vulnerados sin posibilidad de ejercer los debidos mecanismos de defensa. Así, por ejemplo, Jorge Taiana -exministro de Educación y Cultura del tercer peronismo- presentó una demanda solicitando resarcimiento por daños y perjuicios por haber sido incluido en las actas institucionales del gobierno de facto, una medida que le había valido no solo la cárcel, sino también la interdicción de sus bienes. 
    

    
      
    

    
      A modo de conclusión
    

    
      Las denuncias de la corrupción dictatorial tuvieron un peso importante en los primeros dos años del gobierno de Alfonsín. Aunque sin dudas en ese bienio la cuestión militar estuvo dominada por los delitos represivos, no menos cierto es que los principales actores políticos de la época -el gobierno nacional, el Congreso, el peronismo en su calidad de referente opositor-, desplegaron una batería de recursos -discursivos, políticos, administrativos, legislativos, judiciales- para investigar y sancionar las prácticas corruptas de las autoridades de facto. En esencia, las visiones dominantes sobre la corrupción dictatorial en esta etapa transicional se encontraban en estrecha conexión con la construcción de una frontera de división con el pasado reciente. Parece pertinente suponer, a la luz de lo expuesto, que las denuncias de corrupción contra el régimen militar fueron un factor de importancia no menor en el pasaje de una cultura política de matriz autoritaria a otra de tipo democrático. 
    

    
      El gobierno de Alfonsín enarboló sobre el tema una posición ética y legalista, según la cual, la corrupción y la violencia estaban atadas a un mismo principio imperante en tiempos dictatoriales: el fin justifica los medios. El modo de combatir ambos flagelos, corrupción y violencia, era el mismo: invertir la tan mentada “lógica maquiavélica” y adherir en forma irrestricta a la licitud de los procedimientos empleados, la esencia, desde la óptica alfonsinista, del régimen democrático. En concreto, ello significaba activar los mecanismos republicanos -investigaciones administrativas, legislativas y judiciales garantizando el debido proceso- para no dejar impunes los delitos del pasado. La prédica del alfonsinismo, alrededor del eje de la corrupción, supo extenderse al campo del corporativismo, donde además del sector militar, fue incluido el sindicalismo peronista como parte de un pasado que era necesario superar. 
    

    
      Otro rasgo para destacar de las visiones sobre la corrupción dictatorial de la época es el peso que adquirieron los denominados ilícitos económicos. Había un extendido consenso entre los actores políticos en ese momento de que el modelo económico de la dictadura como tal estaba viciado por la corrupción. Se observa así una suerte de moralización de las cuestiones económicas, en las que las dos principales fuerzas políticas del momento coincidían. Asimismo, también resulta interesante el doble rol del peronismo: por un lado, propulsor junto con el radicalismo de denuncias e investigaciones de vasto alcance contra la corrupción dictatorial y, al mismo tiempo, a la defensiva frente a las acusaciones recibidas por parte del gobierno nacional. 
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        [1]
         Para una descripción del Grupo Esmeralda, ver, entre otros trabajos, Elizalde (2009). 
      

    

    
      
        [2]
         “(...) De lo que en realidad se trata es de saber si los argentinos podemos realmente superar esta etapa de decadencia, superar esta inmoralidad que se ha enseñoreado en nuestra sociedad y transitar juntos un largo camino de paz y prosperidad. Crisis moral por encima de todo, que hay que superar, y en consecuencia obliga a utilizar también la prédica y el discurso honrado de la autenticidad y de la verdad, que es la prédica y el discurso de la democracia” (Alfonsín, 30 de septiembre de 1983). 
      

    

    
      
        [3]
         “Ese sentimiento ético constituye uno de los más nobles movimientos del alma. Aún el objetivo de construir la unión nacional debe ser cabalmente interpretado a través de la ética. Ese sentimiento ético, que acompañó a la lucha de millones de argentinos que combatieron por la libertad y la justicia, quiere decir, también, que el fin jamás justifica los medios” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [4]
         “(...) una savia común alimentará la vida de cada uno de los actos del gobierno democrático que hoy se inicia: la rectitud de los procedimientos. Hay muchos problemas que no podrán solucionarse de inmediato, pero hoy ha terminado la inmoralidad pública. Vamos a hacer un gobierno decente” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [5]
         “Pero nuestro compromiso está aquí, y es básicamente un compromiso con nuestros contemporáneos, a quienes no tenemos derecho alguno de sacrificar en función de hipotéticos triunfos que se verán en otros siglos. Nosotros vamos a trabajar para el futuro. La democracia trabaja para el futuro, pero para un futuro tangible. Si se trabaja para un futuro tangible se establece una correlación positiva entre el fin y los medios (...) Los totalitarios piensan en términos de milenios y eso les sirve para erradicar las esperanzas de vida libre entre los seres humanos concretos y cercanos. Los problemas que debemos prever son, a lo sumo, los de las siguientes dos generaciones” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983).
      

    

    
      
        [6]
         “No vamos a solucionar todo de la noche a la mañana, pero yo les aseguro: ¡de la noche a la mañana, termina la injusticia, termina la inmoralidad, termina la corrupción!”. (Alfonsín, 30 de septiembre de 1983). 
      

    

    
      
        [7]
         “Vinieron con el pretexto de eliminar la corrupción y terminaron corrompiendo todo, hasta las palabras más sagradas y los juramentos más solemnes” (Alfonsín, 26 de septiembre de 1983). 
      

    

    
      
        [8]
         “La Argentina pudo comprobar hasta qué punto el quebrantamiento de los derechos del pueblo a elegir sus gobernantes implicó siempre entrega de porciones de soberanía al extranjero, desocupación, miseria, inmoralidad, decadencia, improvisación, falta de libertades públicas,
         
        violencia y desorden” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [9]
         La frase completa: “Quienes piensan que el fin justifica los medios suponen que un futuro maravilloso borrará las culpas provenientes de las claudicaciones éticas y de los crímenes. La justificación de los medios en función de los fines implica admitir la propia corrupción, pero, sobre todo, implica admitir que se puede dañar a otros seres humanos, que se puede someter al hambre a otros seres humanos, que se puede exterminar a otros seres humanos, con la ilusión de que ese precio terrible permitirá algún día vivir mejor a otras generaciones. Toda esa lógica de los pragmáticos cínicos remite siempre a un porvenir lejano” (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [10]
         “
        Hoy convocamos a los argentinos, no solamente en nombre de la legitimidad de origen del gobierno democrático, sino también del sentimiento ético que sostiene a esa legitimidad” (Alfonsin, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [11]
         
        Por ejemplo, en 
        La Nación
         en los primeros días de enero de 1984 se informa que el gobierno nacional buscaba mostrar que entre un 40 y 50% de la deuda externa argentina sería ficticia, de acuerdo con un informe elevado por técnicos del radicalismo al Poder Ejecutivo, el Banco Central, el Ministerio de Economía y el Congreso. El informe, según 
        La Nación
        , tenía una lista de
         
        empresas y
         
        bancos de primer nivel que se endeudaron o participaron de la toma de créditos en el exterior, con la sospecha de que varias de tales operaciones habrían sido dolosas en contra del Estado argentino (
        La Nación
        , 6 de enero de 1984b, p.1).
      

    

    
      
        [12]
         “Democracia integral en el país, en todas partes; democracia que debe apoyarse y afianzarse en un sindicalismo fuerte, poderoso y moderno, capaz de representar como corresponde los intereses de los trabajadores, pero también sindicalismo democrático, con participación de las minorías” (Alfonsín, septiembre de 1983). 
      

    

    
      
        [13]
         “Debemos ayudar a nacer al nuevo sindicato, que tendrá poderío material y económico, pero deberá tener, fundamentalmente, contenido humano. El nuevo sindicato debe organizarse de abajo hacia arriba, afirmando sus raíces en las bases y en el interior de la República. Será un sindicato cuyos dirigentes surgirán como expresión genuina de las bases, sin las deformaciones que, históricamente ha producido la intromisión del Estado, de los partidos o de los empresarios; cuyos procesos electorales serán controlados por el Poder Judicial, que garantizará su corrección; ampliamente participativo, con expresión adecuada de las minorías y en el que no se admita ninguna actitud discriminatoria de carácter político, racial o religioso. Afirmamos desde ya que el sindicato que haga política partidaria o de comité no tendrá personería gremial. La perderá en la instancia administrativa, y además estará siempre abierta la instancia judicial para corregir las desviaciones o discriminaciones que pudiera incurrir alguna mayoría circunstancial. Así será el nuevo sindicato argentino, cuya gravitante participación contribuirá a crear una sociedad industrial desarrollada, asentada en bases incuestionablemente democráticas. Para asegurar su nacimiento y consolidación, oportunamente enviaremos a vuestra honorabilidad los proyectos de ley destinados a lograr su finalidad” 
        (Alfonsín, 10 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [14]
         Se suele subrayar que el proyecto de la ley Mucci estaba desarrollado por políticos que habían participado del gobierno de Arturo Illía (1933-1966) y aún estaban recelosos por la “desestabilización” que habrían pergeñado los sindicatos. Entre ellos, el más prominente era Germán López, secretario general de la presidencia y ex funcionario de la gestión radical que se inició en octubre de 1963.
      

    

    
      
        [15]
         “En los últimos años, la República ha vivido uno de los períodos más tristes de su historia. Los trabajadores no solo vieron decrecer el salario real en forma continua por culpa de una política distributiva marcadamente injusta, no solo padecieron restricciones notorias en la posibilidad de defender sus derechos, sino que además vieron intervenir o manipular sus sindicatos de manera tal que no tuvieron oportunidad de conocer lo que significa una auténtica democracia sindical” (Alfonsín, 16 de diciembre de 1983). 
      

    

    
      
        [16]
         “El proyecto que se eleva a consideración parte de la premisa básica de que el sindicato debe organizarse de abajo hacia arriba, hundiendo sus raíces en las bases y en el interior de la República. Para ello, debe exigirse que los dirigentes de un sindicato sean la expresión genuina de las bases, sin las deformaciones que históricamente ha producido la intromisión del Estado, de los partidos y de los empleadores” (Alfonsín, 16 de diciembre de 1983). 
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